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Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil veintiuno.

Sentencia que emite la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, en la cual se declara que el actor no acreditó su 

acción y que el Instituto Nacional Electoral demostró parcialmente sus 

excepciones y defensas, por lo que se absuelve al referido Instituto de cubrir 

al demandante la presentación consistente en el pago de la compensación 

que deriva del acuerdo INE/JGE21/2021. 

R E S U L T A N D O

1 I. De la narración de hechos que el actor hace en su escrito, así como de 

las constancias que obran en autos, se advierte lo siguiente:

2 Procedimiento disciplinario El veintitrés de septiembre de dos mil 

diecinueve, se inició el procedimiento laboral disciplinario con número de 

expediente INE/DESPEN/PLD/xx/2019, instaurado contra el actor, en su 

carácter de abogado resolutor senior en la Unidad Técnica de Fiscalización, 

en donde le atribuyeron diversas conductas infractoras tales como no 

desempeñar sus labores con intensidad, cuidado y esmero apropiados.
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3 Con base en lo anterior, el veintiuno de febrero de dos mil veinte, el 

Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral determinó imponerle la 

medida disciplinaria de destitución del cargo. 

4 Primer recurso de inconformidad. Contra la resolución anterior, el nueve 

de marzo de dos mil veinte, el actor presentó ante la presidencia del 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral recurso de inconformidad. 

5 Solicitud. El actor afirma que el veintitrés de marzo de dos mil veinte solicitó 

por escrito a la Encargada de la Dirección Ejecutiva de Administración la 

prestación que deriva del Acuerdo de la Junta General Ejecutiva con clave 

INE/JGE21/2021, sin que su solicitud hubiere sido atendida.

6 Resolución del recurso. El veinticinco de septiembre de dos mil veinte, la 

Dirección Ejecutiva Administrativa, la autoridad electoral determinó dejar sin 

efecto el auto de cuatro de noviembre de dos mil diecinueve, en el cual la 

instructora decretó el cierre de instrucción, razón por la cual se ordenó la 

reposición del procedimiento desde dicha etapa, a efecto de que se 

notificara y otorgara a las partes su derecho de formular alegatos; por tanto, 

ordenó revocar la resolución de destitución que recayó al procedimiento 

disciplinario INE/DESPEN/PLD/xx/2019.  

7 Cumplimiento. El dos de octubre del dos mil veinte, se notificó al actor lo 

señalado anteriormente y se le reincorporó al Instituto Nacional Electoral; 

sin embargo, una vez repuesto el procedimiento, el ocho de enero de dos 

mil veintiuno se determinó imponerle la medida disciplinaria consistente en 

la destitución. 

8 Primera demanda ante la Sala Superior (SUP-JLI-x/2021). El veintinueve 

de enero de dos mil veintiuno, el actor promovió juicio para dirimir conflictos 

o diferencias laborales ante esta Sala Superior; no obstante, mediante 

acuerdo de sala de diez de febrero, se ordenó reencauzar el asunto a la 

Junta General Ejecutiva de dicho Instituto, a fin de que se le diera tramite 

como recurso de inconformidad. 

9 Segundo recurso de inconformidad. El diecisiete de febrero de dos mil 

veintiuno, la Direccion Jurídica tuvo por recibida la documentación relativa 
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al reencauzamiento ordenado para que, en su momento procesal oportuno, 

fuera elaborado el proyecto de resolución correspondiente a dicho recurso 

de inconformidad. 

10 Segunda demanda laboral. El veintinueve de abril de dos mil veintiuno, 

ELIMINADO. ART. 113, FRACCIÓN I, DE LA LFTAIP. promovió juicio laboral ante esta Sala 

Superior, en el que impugnó la negativa del Instituto Nacional Electoral de 

otorgarle el derecho contemplado en el acuerdo INE/JGE21/2021.

11 Turno. Por acuerdo de veintinueve de abril de dos mil veintiuno, el 

Magistrado Presidente de este órgano jurisdiccional ordenó integrar el 

expediente SUP-JLI-14/2021, y turnarlo a la ponencia del magistrado 

Indalfer Infante Gonzales.

12 Admisión y emplazamiento. Mediante proveído de tres de mayo siguiente, 

el Magistrado Instructor admitió a trámite la demanda y ordenó emplazar al 

Instituto Nacional Electoral con copia de aquella, a efecto de que, dentro del 

plazo de diez días hábiles siguientes a la fecha de notificación, contestara 

lo que a su derecho conviniera y ofreciera pruebas de su parte.

13 Contestación. Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de la Sala 

Superior el diecisiete de mayo de dos mil veintiuno, el Instituto Nacional 

Electoral, por conducto de su apoderado, contestó la demanda, ofreció 

pruebas y opuso las excepciones y defensas que consideró pertinentes.

14 Acuerdo por el que se tuvo por contestada la demanda y se señaló 
fecha para celebración de audiencia. Mediante acuerdo de veinticinco 

siguiente, el Magistrado Instructor tuvo al Instituto Nacional Electoral, a 

través de su apoderado, dando contestación a la demanda, y señaló fecha 

y hora para la realización de la audiencia de conciliación, admisión y 

desahogo de pruebas y alegatos, prevista en el artículo 101, párrafo 1, de 

la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

15 Sin embargo, mediante proveído de dos de junio, recaído al escrito de 

desahogo de la vista, presentado el veintiocho de mayo de dos mil veintiuno 

y atendiendo a la manifestación formulada en dicho escrito, se autorizó la 
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celebración de audiencia mediante la modalidad de videoconferencia.  

16 Audiencia de ley. El tres de junio del año en curso, se realizó la audiencia 

de conciliación, admisión y desahogo de pruebas y alegatos en la modalidad 

de videoconferencia, en la cual, como las partes no llegaron a ningún 

acuerdo de conciliación, aun cuando fueron exhortadas para ese fin, se 

proveyó respecto de la admisión y desahogo de los medios probatorios 

ofrecidos y, al no existir diligencias pendientes por desahogar, se declaró 

cerrada la instrucción, quedando los autos en estado de resolución.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia.

17 La Sala Superior es competente para conocer del presente juicio para dirimir 

los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Nacional 

Electoral1 al tratarse de una controversia laboral planteada por quien se 

desempeñó como abogado resolutor senior en la Unidad Técnica de 

Fiscalización del Instituto Nacional Electoral, perteneciente a la Comisión 

de Fiscalización que, a su vez, forma parte de un órgano central del referido 

instituto, como es el Consejo General2.

SEGUNDO. Pretensión del actor. 

18 El actor reclama el pago de la prestación contenida en el Acuerdo 

INE/JGE21/2021, de la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional 

Electoral, por el cual se establecen las bases para dar cumplimiento a lo 

establecido en el artículo 67, fracción XVII, del Estatuto del Servicio 

Profesional Electoral Nacional y del Personal de la Rama Administrativa, en 

lo correspondiente al proceso electoral federal 2020-2021. 

1 En términos de lo dispuesto en los artículos 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción III, inciso e) y 189, 
fracción I, inciso g), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 206, párrafo 3, 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 3, párrafo 2, inciso e), 4 y 
94, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral
2 De conformidad con lo previsto en los artículos 34, numeral 1, inciso c), 42, 192, punto 2, de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
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19 En esencia, aduce que tiene derecho al pago de la parte proporcional de la 

prestación señalada, dado que fue reincorporado a laboral el cinco de 

octubre de dos mil veinte y destituido el ocho de enero de dos mil veintiuno, 

aunado a que el acuerdo INE/JGE21/2021 se trata de un derecho adquirido 

a los miembros del Servicio Profesional Electoral Nacional, que no se 

encuentra sujeto a alguna condición, y no es una prestación extralegal. 

TERCERO. Excepciones y defensas.

20 En su contestación, el Instituto Nacional Electoral expone planteamientos 

relacionados con diversas excepciones y defensas, las cuales se sintetizan 

a continuación: 

 Falta de legitimación activa. El instituto enjuiciado aduce que el 

actor carece de legitimación activa para demandar el pago de la 

compensación, porque no se encontraba activo al momento en que 

fue otorgada la prestación que reclama, por lo que no existe a su 

favor prerrogativa laboral alguna. 

 Improcedencia de la acción y falta de derecho. Sobre el particular, 

el demandado aduce que el actor carece de acción y derecho para 

reclamar el pago de la compensación, por la misma razón indicada 

en el punto precedente, es decir, porque no se encontraba activo al 

momento en que fue otorgada la prestación que solicita; asimismo, 

refiere que la pretensión respecto del pago de la compensación se 

encuentra sub júdice a la resolución que se emita en el recurso de 

inconformidad que fue radicado con la clave alfanumérica 

INE/RI/SPEN/xx/2021. 

 Plus petitio. Al respecto, la parte demandada sostiene que el actor 

carece de fundamento jurídico para formular la reclamación, ya que 

pretende obtener un lucro indebido en perjuicio del patrimonio del 

Instituto Nacional Electoral, en razón de que solicita una 

remuneración que erróneamente señala como derecho laboral 

reconocido, pero que se trata de una prestación extralegal cuyo 

otorgamiento está condicionado al cumplimiento de todos y cada uno 

de los requisitos establecidos. 
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 Sine actione agis (sin acción por ejercer). Con relación a este 

aspecto, el Instituto refiere que la formula con la pretensión de revertir 

la carga de la prueba, puesto que niega que el actor tenga derecho 

al pago de la compensación, así como a algún derecho laboral 

adquirido. 

 Caducidad. Referente a este punto, el Instituto argumenta “al 

haberse pagado la primera parte (sic) desde la primer quincena de 

marzo del presente año, por lo que si el actor consideraba que le 

correspondía, tenía 15 días a partir del 15 de marzo para reclamar 

su pago, de ahí que el reclamo del accionante se encuentra fuera del 

plazo previsto en el artículo 96 de la Ley General del Sistema de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral (Ley de Medios)”. 

 Falsedad. El promovente apoya su reclamación en hechos y 

argumentos falsos. 

 Todas las demás que se derivaran del escrito de contestación. 

CUARTO. HECHOS NO CONTROVERTIDOS. 

21 De lo narrado y alegado por las partes en la demanda y contestación, 

respectivamente, se tienen como hechos incontrovertidos los siguientes:

 Naturaleza del puesto desempeñado por el actor. En el caso, es 

reconocido por las partes que el actor se desempeñaba como 

abogado resolutor senior en la Unidad Técnica de Fiscalización. 

 Primera destitución. Los contendientes reconocen que el actor fue 

destituido del cargo señalado, dentro del procedimiento laboral 

disciplinario INE/DESPEN/PLD/xx/2019, lo cual sucedió el veintiuno 

de febrero de dos mil veinte. 

 Reincorporación del actor en el Instituto Nacional Electoral. 
Asimismo, las partes reconocen que con motivo del recurso de 

inconformidad que interpuso el actor contra la resolución que lo 

destituyó primigeniamente, se revocó la resolución (al advertir 

violaciones procesales) y se reincorporó al demandante el cinco de 

octubre de dos mil veinte.  

 Segunda resolución de destitución. Ambas partes aceptan que el 
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ocho de enero de dos mil veintiuno, el Secretario Ejecutivo del 

Instituto Nacional Electoral determinó imponer la medida disciplinaria 

de destitución del cargo, la cual actualmente se encuentra combatida 

vía recurso de inconformidad, del que conoce la Junta General 

Ejecutiva. 

Negativa de compensación.

22 Respecto de este punto, se destaca que el actor, en el hecho cuarto de la 

demanda, manifestó que el veintitrés de marzo de dos mil veinte, solicitó 

por escrito a la encargada del despacho de la Dirección Ejecutiva de 

Administración el pago de la prestación a que hace referencia el Acuerdo 

INE/JGE21/2021, sin que su solicitud hubiese sido atendida; asimismo, 

refirió que no se le ha realizado dicho pago, por lo que reclama la negativa 

de este y solicita que se condene al demandado a otorgar dicha prestación. 

23 Por su parte, el Instituto enjuiciado, al dar contestación a la demanda, 

señala que es improcedente el pago de la prestación reclamada, porque, 

entre otras razones, tiene una naturaleza extralegal y el demandante no 

tiene derecho a que se le otorgue, en virtud de que no se encontraba activo 

al momento en que la prestación fue concedida. 

24 Consecuentemente, para efectos de esta resolución, debe entenderse que 

la negativa reclamada por el actor se reconoce por el instituto demandado, 

en la medida en que externa su oposición en vía de excepción, aunado a 

que es indiscutible que no se ha verificado el pago de la prestación en cita.

25 Así, devienen irrelevantes las manifestaciones que formula el actor al 

desahogar la vista, concedida con motivo de la contestación de la demanda, 

en el sentido de que ha presentado múltiples solicitudes, vía correo 

electrónico ante el Instituto Nacional Electoral, y no ha obtenido respuesta 

sobre el pago de la compensación; puesto que, al margen de que no exhibió 

dichas solicitudes, lo relevante es que en el escrito de demanda formuló su 

reclamo en el sentido de que existía una negativa del instituto a realizar el 

pago, y en la contestación de demanda se advierte esa resistencia por parte 

del demandado. 
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QUINTO. Decisión 

26 De conformidad con lo expuesto en párrafos precedentes, la litis se centra 

a dilucidar si corresponde al actor recibir el pago de la parte proporcional de 

la compensación derivada de las labores extraordinarias, otorgada con 

motivo de la carga laboral que representa el año electoral, que se 

mencionada en el Acuerdo INE/JGE21/2021, de la Junta General Ejecutiva 

del Instituto Nacional Electoral, por el cual se prevén las bases para dar 

cumplimiento a lo establecido en el artículo 67, fracción XVII, del Estatuto 

del Servicio Profesional Electoral Nacional y del Personal de la Rama 

Administrativa, en lo correspondiente al proceso electoral federal 2020-

2021.

27 Lo anterior se estudiará a la luz de las excepciones y defensas opuestas 

por el Instituto.

1. Excepción de caducidad

28 Previo al estudio de la compensación por labores extraordinarias, se 

estudiará la excepción de caducidad opuesta por el Instituto Nacional 

Electoral, la cual al tener el carácter de perentoria e impeditiva, es de 

estudio preferente, ya que su finalidad es dejar sin efecto la acción 

intentada, por lo que de resultar fundada sería innecesario analizar los 

aspectos relativos a la compensación reclamada. 

29 Como se mencionó en apartados anteriores, el Instituto demandado 

sustenta la procedencia de la excepción, en que “al haberse pagado la 

primera parte (sic) desde la primer quincena de marzo del presente año, por 

lo que si el actor consideraba que le correspondía, tenía 15 días a partir del 

15 de marzo para reclamar su pago, de ahí que el reclamo del accionante 

se encuentra fuera del plazo previsto en el artículo 96 de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral (Ley de Medios)”.
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30 Al respecto, esta Sala Superior estima que la excepción de caducidad es 

infundada, porque la parte demandada la opone con base en un hecho 

oscuro y no probado, ya que aduce que pagó “la primera parte desde la 

primer quincena”; sin embargo, no precisa el concepto de la supuesta 

erogación, ni acompaña documento alguno que lo corrobore. 

31 Aunado a ello, esa aseveración de pago es incluso incompatible con la 

restante argumentación contenida en la demanda, en donde en esencia 

adujo que la prestación consistente en el pago de la compensación era 

improcedente. 

32 Con independencia de lo anterior, ha sido criterio de esta Sala que para que 

inicie el cómputo del plazo para la presentación de la demanda, es 

indispensable la existencia de un acto de naturaleza positiva que se 

traduzca en una sanción, destitución, afectación o desconocimiento de los 

derechos laborales del trabajador, es decir, una determinación que estime 

que daña sus derechos y su respectiva notificación o conocimiento; sin 

embargo, como en la especie esta no se ha verificado mediante un oficio o 

respuesta ajenas al escrito de contestación de demanda, es claro que la 

caducidad no puede comenzar a correr.  

2. Desestimación de la improcedencia, consistente en que el asunto 
quedó sin materia.

33 Por otra parte, el instituto demandado aduce que en la especie se 

materializa la causa de improcedencia prevista en el artículo 9, párrafo 3, 

en relación con el diverso 11, párrafo 1, inciso b, de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación, con motivo de que el asunto quedó sin 

materia, y que se encuentra sub júdice, porque actualmente se encuentra 

en trámite el recurso de inconformidad hecho valer por el actor contra la 

resolución del Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral en la que 

se le destituyó del cargo de abogado senior en la Unidad Técnica de 

Fiscalización. 

34 Sobre el particular, se precisa que, acorde a lo reconocido por ambas 

partes, contra la destitución del actor como abogado senior, este interpuso 

un recurso de inconformidad, el cual no se tiene conocimiento de que se 
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haya resuelto al día de hoy; sin embargo, esa circunstancia no implica que 

se materialice la causa de inejercitabilidad que menciona el demandado, ya 

que esta se refiere a que la autoridad responsable revoque o modifique el 

acto impugnado, de tal manera que quede totalmente sin materia el medio 

de impugnación respectivo; pero en la especie, ante la falta de pago, 

subsiste el reclamo de la compensación. 

35 Además, se considera que como el reclamo del actor consiste en la negativa 

del pago proporcional de la compensación por un periodo determinado y 

con base en un acuerdo específico que delinea las bases para acceder a 

un beneficio; el análisis de su pretensión puede realizarse con 

independencia del estado que guarde el recurso de inconformidad 

interpuesto contra la resolución en la que el Secretario Ejecutivo decretó su 

destitución, pues en dicho medio de impugnación la litis consiste en 

determinar si fueron legales las razones con base en las cuales se le separó 

del cargo y, en cambio, en esta ejecutoria se analiza si se reúnen los 

requisitos para acceder al pago de la compensación.

3. Compensación por labores extraordinarias derivadas del proceso 
electoral 

36 Como ha quedado señalado en apartados anteriores, el promovente 

demanda el pago de la parte proporcional de la compensación por labores 

extraordinarias, bajo el argumento de que fue reincorporado a sus labores 

en el Instituto Nacional Electoral desde el cinco de octubre de dos mil veinte 

y destituido el ocho de enero de dos mil veintiuno. 

37 Por lo anterior, solicita el pago de la compensación cuyas bases se 

establecieron en el acuerdo INE/JGE21/2021, emitido por la Junta General 

Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral.   

38 Por su parte, el instituto demandado aduce que el actor no tiene derecho a 

reclamar el pago de la compensación autorizada por la referida Junta 

General en el acuerdo apenas citado, de cinco de febrero de dos mil 

veintiuno, ya que no se encontraba en activo a la fecha en que se hizo 

efectivo el derecho. 
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39 Indica que se trata de una prestación extralegal a la que solo se puede 

acceder cuando se cumplan todos y cada uno de los requisitos en ellos 

contenidos; en particular que únicamente se cubre el pago al personal que 

se encuentre en activo, lo que en el caso no ocurrió.

40 Así, el Instituto demandado opone las excepciones de falta de legitimación 

activa, de la improcedencia de la acción y falta de derecho del actor 

ELIMINADO. ART. 113, FRACCIÓN I, DE LA LFTAIP. para demandar el pago, así como la de 

plus petitio, toda vez que, desde su perspectiva, carece de fundamento 

jurídico su reclamación y evidencia que el demandante pretende obtener un 

lucro indebido en agravio del patrimonio de la parte demandada. 

41 Al respecto, esta Sala Superior considera que no asiste razón al actor y que 

se debe absolver a la demandada del pago de la prestación que se reclama 

por las razones siguientes.

42 En primer lugar, se advierte que la Junta General Ejecutiva del instituto en 

comento aprobó el cinco de febrero el acuerdo INE/JGE21/2021, a través 

del cual se establecen las bases para dar cumplimiento con lo establecido 

en el artículo 67, fracción XVII del Estatuto, en lo correspondiente al proceso 

electoral federal 2020-2021.

43 La razón central en que se basa el acuerdo, consiste en que atendiendo a 

la labor que desarrollan los miembros del Servicio Profesional Electoral 

Nacional y el personal de la rama administrativa, resulta procedente 

compensar la carga de trabajo del personal de honorarios con funciones de 

carácter permanente del presupuesto base de operación aprobado por el 

Consejo General del Instituto Nacional Electoral en el acuerdo 

INE/CG634/2020, pues aportan el mayor de los esfuerzos en las tareas 

inherentes a la preparación y desarrollo del proceso electoral. 

44 Así, conforme a lo cristalizado en el Estatuto, el personal del Instituto tiene 

derecho a recibir una compensación derivada de las labores extraordinarias 

que realice con motivo de la carga laboral que representa el año electoral; 

cuando se cumplan las condiciones para tal efecto. 
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45 En ese sentido, no asiste razón al actor, cuando aduce que la parte 

demandada está obligada a pagar la prestación reclamada, ya que como 

aduce dicho instituto, en autos está probado que el demandante no cumplió 

con todos los requisitos establecidos en el citado acuerdo INE/JGE21/2021, 

en específico, el relativo a que para obtener el pago de la compensación es 

necesario que se encuentre en activo en la fecha de su pago.

46 En efecto, el acuerdo INE/JGE21/2021, de la Junta General Ejecutiva del 

Instituto Nacional Electoral, en los numerales 23, 24, 25 y 31, establece lo 

siguiente:

“23. En tal sentido, los comicios de este año representan el 
mayor reto logístico en la historia de la democracia mexicana, 
tanto por sus más de 94.5 millones de electores, como por los 
21 mil 368 cargos a elegir a nivel federal y estatal, para lo cual 
se instalarán más de 163 mil casillas, en la que participarán 
aproximadamente millón y medio de ciudadanas y ciudadanos 
como funcionariado de las mesas de casilla, para recibir y 
contar los votos para definir quién los gobernará y 
representará.

24. A ello se suma el hecho de que nos encontramos en un 
contexto de emergencia sanitaria mundial y nacional, causado 
por la propagación del virus SARS-CoV-2, que ha provocado 
la enfermedad denominada Covid-19 y ha obligado al INE 
tomar las decisiones y previsiones debidas para garantizar 
que toda la ciudadanía pueda ejercer sus derechos políticos, 
al mismo tiempo de procurar la protección de la salud de todas 
las personas, incluidas las que se encuentran involucradas en 
el enorme engranaje interinstitucional que supone la 
organización de un Proceso Electoral de estas dimensiones. 
Por tanto, las cargas y horarios de trabajo, que exigen a los 
trabajadores del Instituto su mayor esfuerzo frente al Proceso 
Electoral más complejo, se consideran extraordinarias.

25. Independientemente del reconocimiento a la labor que 
desarrollan los miembros del Servicio Profesional Electoral 
Nacional y el personal de la Rama Administrativa, resulta 
procedente compensar la carga de trabajo del personal de 
honorarios con funciones de carácter permanente del 
presupuesto base de operación aprobado por el Consejo 
General en Acuerdo INE/CG634/2020, toda vez que, de igual 
manera aportan el mayor de sus esfuerzos en las tareas 
inherentes a la preparación y desarrollo del Proceso Electoral.
[…]
31. Tomando en cuenta los antecedentes referidos, debe 
otorgarse al personal la prestación prevista en el artículo 67, 
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párrafo 1, fracción XVII, del Estatuto, en lo correspondiente al 
Proceso Electoral Federal 2020-2021, al personal del Servicio 
Profesional Electoral Nacional y de la Rama Administrativa, 
con niveles tabulares del GA1 al UB3 y los niveles asociados 
del SPN9 al SPA0, rangos A, B y C del Tabulador del Servicio 
Profesional Electoral Nacional, a los prestadores de servicios 
contratados bajo el régimen de honorarios con funciones de 
carácter permanente (HP) del presupuesto base de 
operación; así como al contratado bajo el régimen de 
honorarios asimilados a salarios con carácter permanente, 
asumiendo temporalmente las funciones inherentes a una 
plaza presupuestal y cuyo costo es con cargo a plazas 
vacantes de carácter presupuestal; y que se encuentren 
activos a la fecha en que se hace efectivo el derecho”.

47 Lo que precede, pone de manifiesto que para que el Instituto demandado 

otorgue el pago de la compensación es indispensable ubicarse en las 

categorías contempladas en el acuerdo y ser personal activo a la fecha en 

que se hace efectivo el derecho.

48 Dicha condición de permanecer en activo cuando se hace efectivo tal 

derecho (esto es, el pago), es aplicable a todo tipo del personal que prevé 

el numeral 31, es decir, abarca al del Servicio Profesional Electoral Nacional 

y de la Rama Administrativa, con niveles tabulares del GA1 al UB3, y los 

niveles asociados del SPN9 al SPA0, con los rangos determinados del 

tabulador, así como a los prestadores de servicios contratados bajo el 

régimen de honorarios con carácter permanente, y al contratado bajo ese 

régimen, asumiendo temporalmente las funciones inherentes a la plaza 

presupuestal y cuyo costo es con cargo a plazas vacantes de carácter 

presupuestal.

49 Se afirma lo anterior, porque ese numeral 31 indica cuáles son los 

destinatarios de la norma, pero después de enunciarlos, se advierte la 

siguiente oración: “; y que se encuentren activos a la fecha en que se 
hace efectivo el derecho”, es decir, dicha oración se encuentra precedida 

de un punto y coma, que constituye un signo ortográfico (;) usado para 

separar oraciones sintácticamente independientes, pero con relación 

semántica directa entre sí, aunado a que se empleó la palabra “encuentren” 

en plural, lo que denota la intención de la Junta General Ejecutiva de 
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establecer la exigencia en comento en relación con todos los sujetos que 

ahí se mencionan y no solo con la última categoría del personal mencionado 

en ese numeral. 

50 Además, esa interpretación es razonable, en la medida en que el pago de 

la compensación se traduce en un reconocimiento al trabajo, que tiene su 

génesis en el incremento de cargas laborales que acontece durante un 

proceso electoral y que impacta en el personal de todas las categorías que 

se mencionan en el numeral 31 del acuerdo, por lo que carecería de 

justificación que a las personas que se desempeñaron en la última categoría 

de las antes mencionadas, se les exigiera ese requisito de permanecer en 

activo, mientras que a los restantes no.  

51 Ahora, es importante señalar que esta Sala Superior, al resolver el juicio 

SUP-JLI-13/2021, retomando lo establecido en la sentencia pronunciada en 

el expediente SUP-JLI-73/2016, sostuvo que el pago de la compensación 

en comento es de naturaleza extralegal, y para tal efecto, se resaltó que: 

a) Debía tomarse en cuenta que la normativa legal que rige directamente 

las bases para la entrega de las prestaciones por parte del Instituto Nacional 

Electoral a sus servidores es la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

así como el acuerdo INE/JGE21/2021 de la Junta General Ejecutiva del INE; 

y

b) Que en ninguna de las normativas citadas se desprendía que procediera 

el pago proporcional de una compensación en favor del prestador de 

servicios cuando hubiere concluido el vínculo laboral del actor antes de la 

fecha de entrega de tal prestación. 

52 En ese orden, al ser criterio reiterado de esta Sala Superior que la 

mencionada compensación tiene una naturaleza extralegal, corresponde al 

actor acreditar la existencia del derecho que se ejerce para después 

demostrar la satisfacción de los requisitos exigidos para ello.

53 Por la razón jurídica que contiene, se cita la tesis sin número, emitida por la 

entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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publicada en la página 43, volumen 217-228, Quina Época, materia laboral, 

Séptima Época, del Semanario Judicial de la Federación, con número de 

registro electrónico 242571, de rubro y texto: 

“PRESTACIONES EXTRALEGALES, CARGA DE LA 
PRUEBA TRATANDOSE DE. Quien alega el otorgamiento de 
una prestación extralegal, debe acreditar en el juicio su 
procedencia, demostrando que su contraparte está obligada a 
satisfacerle la prestación que reclama; y, si no lo hace, el laudo 
absolutorio que sobre el particular se dicte, no es violatorio de 
garantías individuales”.

54 Sentado lo anterior, es importante reiterar que aun cuando el pago de la 

compensación se encuentra previsto en el aludido acuerdo, para tener 

derecho al mismo, se requiere, entre otras cosas, estar activo el día del 

pago de la compensación. 

55 No obstante, como reconoce el propio actor, en autos se encuentra 

demostrado que su relación laboral concluyó el ocho de enero de dos mil 

veintiuno, con motivo de que fue destituido por el Secretario Ejecutivo del 

Instituto Nacional Electoral, al resolver un procedimiento laboral disciplinario 

seguido en su contra. 

56 En este sentido, contrariamente a lo afirmado por el demandante, esta Sala 

Superior no advierte que aquel tenga derecho a recibir la parte proporcional 

de esta prestación, ya que no está previsto así en el mencionado acuerdo 

INE/JGE21/2021, pues de su lectura se advierte que solo se pagará a los 

servidores del Instituto que se encuentren en activo.

57 Aunado a lo anterior, este órgano considera que dicho requisito cumple con 

los estándares mencionados, pues tiene por objeto constituir un 

reconocimiento al personal derivado de las cargas extraordinarias de 

trabajo y contribuye al cumplimiento de las actividades institucionales, así 

como de los principios rectores de la función electoral.

58 Consideraciones similares esgrimió esta Sala Superior al dictar sentencia 

en los expedientes SUP-JLI-73/2016 y SUP-JLI-13/2021. 
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59 De igual forma, deben desestimarse los argumentos que vertió el actor (en 

el escrito de desahogo de vista que se le dio con motivo de la contestación 

de la demanda), en el sentido de que la prestación que reclama no es 

extralegal y, además, que el requisito relativo a que los beneficiarios de la 

prestación se encuentren activos a la fecha en que se hace efectivo el 

derecho, solo se refiere al personal contratado bajo el régimen de 

honorarios asimilados a salarios con carácter permanente, que asumen de 

manera temporal las funciones inherentes a una plaza presupuestal y cuyo 

costo es con cargo a plazas vacantes de carácter presupuestal. 

60 Lo anterior, porque como se destacó en párrafos precedentes, esta Sala 

Superior ha sustentado el criterio relativo a que el pago de la compensación 

es de carácter extralegal, y ello se corrobora porque la misma no emana de 

una ley formal ni material y, además, ya se evidenció que el requisito de 

permanecer activo a la fecha en que se hace efectivo el derecho, resulta 

aplicable para todo el personal que menciona el numeral 31 del acuerdo 

INE/JGE21/2021.  

61 De igual forma, en cuanto a las múltiples aseveraciones que vierte en el 

mencionado ocurso, acerca de que ha enviado diversos correos al instituto 

demandado para realizar las solicitudes relativas al pago, y que estos no 

han sido respondidos; se reitera que resultan irrelevantes, dado que al 

margen de que el reclamo contenido en la demanda estribó en la negativa 

de pagar la prestación, lo cierto es que tampoco adjuntó las pruebas de 

dichos correos y, sobre todo, que en el caso se optó por realizar el examen 

de fondo del asunto, considerando que el instituto demandado, al contestar 

la demanda, se opuso a la prestación reclamada.  

RESOLUTIVOS

PRIMERO. El actor no acreditó su acción y el Instituto Nacional Electoral 

demostró parcialmente sus excepciones y defensas.

SEGUNDO. Se absuelve al Instituto Nacional Electoral de cubrir a favor del 

actor la prestación precisada en el presente fallo.

Notifíquese como en derecho corresponda.
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En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto 

concluido y, en su caso, hágase la devolución de la documentación 

exhibida.

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las magistradas y los 

magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, con la ausencia de los Magistrados Felipe Alfredo 

Fuentes Barrera y Reyes Rodríguez Mondragón, ante el Secretario General 

de Acuerdos, quien autoriza y da fe de que la presente sentencia se firma 

de manera electrónica.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas 
electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los 
numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la 
firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, 
resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, 
sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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Ciudad de México, a veintisiete de julio de dos mil veintiuno. 
 
Resolución del Comité de Transparencia y Acceso a la Información del Tribunal Electoral de 
Poder Judicial de la Federación que confirma la clasificación de información confidencial de los 
datos personales contenidos en diversas sentencias, y aprueba las versiones públicas remitidas 
por la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y por las Salas Regionales Guadalajara, 
Monterrey y Toluca, para dar cumplimiento a la obligación de transparencia prevista en la fracción 
XXXVI del artículo 70 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública1. 
 

A N T E C E D E N T E S 
 

I. OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA. En cumplimiento al artículo 70, fracción XXXVI, de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el cual establece que los 
sujetos obligados deben poner a disposición del público y mantener actualizada, en los 
respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto 
social según corresponda, la versión pública de las resoluciones y laudos que se emitan en 
procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio y, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 3, inciso e) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral y 176, fracción XII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Juicios 
para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Nacional Electoral 
[JLI], corresponden a las controversias laborales que conocen las Salas que integran este 
Tribunal Electoral.  
 
II. SOLICITUDES DE APROBACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS. La Unidad de Transparencia 
recibió de la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y de las Salas Regionales 
Guadalajara, Monterrey y Toluca las propuestas de las versiones públicas y sus respectivas 
versiones íntegras, de las sentencias y acuerdos de sala resueltos dentro de diversos expedientes 
de JLI para que se sometieran a consideración del Comité de Transparencia y Acceso a la 
Información, la clasificación de diversos datos personales que obran en ellas. 
 
II.I. El diecinueve de junio de dos mil veintiuno, la Sala Regional Toluca mediante correo 
electrónico, envió once sentencias, a efecto de que se someta a consideración del Comité de 
Transparencia y Acceso a la Información la clasificación de los datos personales que obran en 
diez de ellas, conforme a lo siguiente: 
 
 
 

 
1 “Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Federativas se contemplará que los sujetos obligados pongan a disposición del 
público y mantengan actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u 
objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 
[…] XXXVI.  Las resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio; […]” Así como de 
acuerdo con lo dispuesto en los Lineamientos Técnicos Generales, por lo que se refiere a la fracción en comento (criterio sustantivo 
número 9, hipervínculo a la resolución (versión pública). 
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No. Expediente Información susceptible de ser clasificada 
1 ST-JLI-7-2020 ● Sin datos confidenciales 

2 ST-JLI-1-2021 

● Nombre de la parte actora 
● Cargo de la parte actora 
● Número de teléfono particular 
● Nombre de tercero 

3 ST-JLI-3-2021 

● Correo electrónico particular 
● Firma de terceros  
● Domicilio particular  
● Nombres de terceros  
● Clave de elector  

4 ST-JLI-4-2021 

● Nombre de la parte actora 
● Parentesco 
● Nombre de terceros 
● Cargo de terceros 

5 ST-JLI-5-2021 Acuerdo de 
Sala 

● Nombre de la parte actora 
● Nombre de terceros 
● Cargo de terceros 

6 ST-JLI-5-2021 sentencia 

● Nombre de la parte actora  
● Nombre de tercero 
● Parentesco 
● Registro Federal de Contribuyentes  
● Clave Única del Registro de Población 

7 ST-JLI-6-2021 Acuerdo de 
Sala 

● Nombre de la parte actora  
● Cargo de tercero 
● Conductas asociadas a vulneraciones de derechos 

8 ST-JLI-6-2021 sentencia 

● Nombre de la parte actora 
● Domicilio particular 
● Firma  
● Número de teléfono particular 
● Datos contenidos en credencial de elector [fotografía; 

nombre; domicilio particular; clave de elector; Clave Única 
de Registro de Población (CURP); fecha de nacimiento; 
sección; año de registro y vigencia; sexo; firma; espacios 
necesarios para marcar el año y elección; códigos 
bidimensionales QR y número OCR] 

● Cargo de tercero 
● Circunstancias de salud de la parte actora 

9 ST-JLI-7-2021 ● Nombre de la parte actora 

10 ST-JLI-8-2021 
● Nombre de la parte actora 
● Número de cuenta bancaria 
● Cargo de tercero 

11 ST-JLI-9-2021 ● Nombre de la parte actora 
● Cargo de tercero  
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II.II. El seis de julio de dos mil veintiuno, la Sala Regional Monterrey, mediante oficio TEPJF-
SGA-SM-2621/2021, señaló que en el periodo que se reporta se resolvieron cuatro asuntos y, 
que dos ellos contenían información susceptible de ser clasificada como confidencial. 
 
Posteriormente, el siete de julio de dos mil veintiuno, la Sala Regional Monterrey mediante correo 
electrónico, emitió un alcance al oficio mencionado en el párrafo anterior, en el que precisó que 
solo uno de los asuntos resueltos, contiene información susceptible de ser clasificada como 
confidencial: 
 

No. Expediente Información susceptible de ser clasificada 
1 SM-JLI-3/2021 ● Sin datos confidenciales 
2 SM-JLI-6/2021 ● Sin datos confidenciales 
3 SM-JLI-7/2021 ● Sin datos confidenciales 

4 

SM-JLI-8/2021 ● Nombre de las partes actoras  
● Nombre de terceros 
● Fecha de defunción 
● Folio del acta de defunción 
● Folio de acta de matrimonio. 
● Fecha de nacimiento 

 
II.III. El seis de julio de dos mil veintiuno, la Unidad de Estadística e Información 
Jurisdiccional, mediante oficio TEPJF-SGA-UEIJ-110/2021, señaló que, de veinte asuntos 
resueltos, doce sentencias contienen datos susceptibles de clasificación: 
 

No
. Expediente Información susceptible de ser clasificada 
1 SUP-JLI-5/2020 ● Resultado de un dictamen en materia de grafoscopía  

2 SUP-JLI-5/2020 (incidente 
de aclaración de sentencia) 

● Sin datos confidenciales 

3 
SUP-JLI-15/2020 (segundo 
incidente de incumplimiento 

de sentencia) 

● Nombre de tercero 

4 SUP-JLI-16/2020 (incidente 
de inejecución de sentencia) 

● Registro Federal de Contribuyentes 

5 
SUP-JLI-17/2020 (tercer 

incidente de inejecución de 
sentencia) 

● Sin datos confidenciales 

6 SUP-JLI-28/2020 (incidente 
de inejecución de sentencia) 

● Clave Única de Registro de Población  
● Registro Federal de Contribuyentes  
● Domicilio particular  
● Nombre de tercero  
● Número de seguridad social 

7 SUP-JLI-31/2020 ● Sin datos confidenciales  



COMITÉ DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
ACUERDO: CT-CI-OT-39/2021 
 
ASUNTO: Obligaciones de Transparencia 
 
UNIDADES COMPETENTES: Unidad de 
Estadística e Información Jurisdiccional, 
Salas Regionales Guadalajara, Monterrey 
y Toluca.  
 

4 
 

8 SUP-JLI-4/2021 (incidente 
de inejecución de sentencia) 

● Sin datos confidenciales 

9 
SUP-JLI-4/2021 (segundo 
incidente de inejecución de 

sentencia) 

● Sin datos confidenciales 

10 SUP-JLI-8/2021 ● Sin datos confidenciales 

11 SUP-JLI-9/2021 
Asunto estudiado por el Comité de Transparencia y Acceso a la 
Información el 14 de mayo de 2021 en su Décima Cuarta Sesión 
Extraordinaria 

12 SUP-JLI-10/2021 ● Sin datos confidenciales 

13 SUP-JLI-11/2021 sentencia 

● Nombre de la parte actora 
● Nombre de tercero 
● Cargo de tercero 
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

14 SUP-JLI-11/2021, Acuerdo 
de sala 

● Nombre de la parte actora  
● Nombre de tercero  
● Cargo de tercero  
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

15 SUP-JLI-13/2021 ● Nombre de la parte actora 
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

16 SUP-JLI-14/2021 ● Nombre de la parte actora 
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

17 SUP-JLI-15/2021 ● Nombre de la parte actora 
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

18 SUP-JLI-16/2021 

● Nombre de la parte actora 
● Nombre de tercero 
● Firma de tercero 
● Número o clave de expediente (consecutivo) 

19 SUP-JLI-17/2021 ● Clave Única de Registro de Población 
20 SUP-JLI-19/2021 ● Sin datos confidenciales 

 
II.IV. El ocho de julio de dos mil veintiuno, la Sala Regional Guadalajara mediante oficio 
TEPJF/SG/SGA/2255/2021, señaló que de tres sentencias emitidas en el periodo que se reporta, 
solo una contiene información susceptible de ser clasificada como confidencial: 
 

No. Expediente Información susceptible de ser clasificada 

1 SG‐JLI‐5/2021 

● Correo electrónico particular 
● Nombre de terceros 
● Cargo de tercero 
● Conductas asociadas vulneraciones de derechos 

 
Con base en los antecedentes presentados este Órgano Colegiado procede a dictar los 
siguientes: 
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C O N S I D E R A N D O S 
 
I. COMPETENCIA. En términos de los artículos 44, fracción II y 65, fracción II de la Ley General 
y la Ley Federal, ambas de Transparencia y Acceso a la Información Pública, respectivamente, y 
lo establecido en los artículos 233, 234 y 235, fracción VI del Reglamento Interno del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, este Comité de Transparencia y Acceso a la 
Información es competente para confirmar, modificar o revocar la clasificación de información que 
realicen las Direcciones Generales, Unidades de Apoyo y Órganos Auxiliares que integran el 
Tribunal Electoral. 
 
II. MATERIA. El objeto de la presente resolución es analizar las propuestas de clasificación como 
información confidencial, realizadas por la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y 
Salas Regionales Guadalajara, Monterrey y Toluca respecto de diversos datos personales que 
obran en los asuntos que dan cumplimiento a la obligación de transparencia prevista en artículo 
70, fracción XXXVI, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
III. PRONUNCIAMIENTO DE FONDO. CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. 
Respecto de la información confidencial que obra algunas de las sentencias enlistadas en el 
antecedente II, las cuales atienden a la publicación de la obligación de transparencia dispuesta 
en el artículo 70, fracción XXXVI, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, correspondientes al segundo trimestre de dos mil veintiuno, de conformidad con lo 
expuesto por las áreas competentes, se advierte que se propone clasificar los siguientes datos: 
 

● Nombre de la parte actora; 
● Nombres de terceros; 
● Cargo o puesto de la parte actora;  
● Cargo de terceros; 
● Número o clave de expediente (consecutivo);  
● Número de teléfono particular; 
● Correo electrónico particular;  
● Firma; 
● Domicilio particular; 
● Clave de elector; 
● Parentesco; 
● Registro Federal de Contribuyentes (RFC); 
● Clave Única del Registro de Población (CURP); 
● Conductas asociadas a vulneraciones de derechos; 
● Datos contenidos en credencial de elector2; 
● Número de cuenta bancaria; 

 
2 fotografía; nombre; domicilio particular; clave de elector; Clave Única de Registro de Población (CURP); fecha de nacimiento; 
sección; año de registro y vigencia; sexo; firma; espacios necesarios para marcar el año y elección; códigos bidimensionales QR y 
número OCR. 
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● Número de seguridad social; 
● Folio de acta de defunción; 
● Folio de acta de matrimonio; 
● Fecha de defunción; 
● Resultados de un dictamen en materia de grafoscopía; 
● Circunstancias de salud de la parte actora y, 
● Fecha de nacimiento. 
 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública; 113, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones 
públicas. 
 
IV. DECISIÓN. Les asiste la razón a la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y a las 
Salas Regionales Guadalajara, Monterrey y Toluca respecto de la información confidencial 
enlistada en el Considerando III y que obra en diversas sentencias de JLI que someten a 
consideración de este Comité de Transparencia y Acceso a la Información, de acuerdo con las 
razones que a continuación se exponen.  
 
Al respecto, es necesario señalar que la protección de datos personales se encuentra prevista en 
los artículos 6o., apartado A, fracción II, y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en los cuales se establece que la información que se refiere al ámbito privado de las 
personas, así como los datos personales, debe estar protegida en los términos que fije la ley, por 
lo que toda persona tiene derecho a la protección de datos personales, sin distinción.  
 
En ese tenor, la Ley General y la Ley Federal, ambas de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, son las normas jurídicas que regulan el acceso a la información pública y las 
excepciones a este derecho, cuando la información actualice alguna de las causales de 
confidencialidad o reserva. Por ello, y para el caso de confidencialidad que nos ocupa, en los 
artículos 116 y 113, fracción I respectivamente, se establece dicha excepción, los cuales se 
transcriben para pronta referencia: 
 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
 
“Artículo 116. Se considera información confidencial la que contiene datos personales 
concernientes a una persona identificada o identificable. 
 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para 
ello. 
[…]” 
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Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
 

“Artículo 113. Se considera información confidencial: 
 
I. La que contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o 
identificable; 
[…] 
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso 
a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para 
ello.  
[…]” 
 

De lo anterior, se advierte que el concepto de dato personal es definido como toda aquella 
información concerniente a una persona física identificada e identificable. La información 
confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y solo podrán tener acceso a ésta las 
personas titulares de la misma, sus representantes y las personas servidoras públicas facultadas 
para ello. 
 
En esta lógica, la hipótesis de confidencialidad en cuestión encuentra sustento en tanto que parte 
de la información que obra en los JLI remitidos por la Unidad de Estadística e Información 
Jurisdiccional y las Salas Regionales referidas se encuentra relacionada con personas físicas 
identificadas o identificables, por lo cual merece el tratamiento de confidencial, en términos de lo 
dispuesto por los artículos 116 de la Ley General y 113 de la Ley Federal, ambas de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
Precisado lo anterior, se procede al análisis de cada uno de los datos que este Comité estima 
confidenciales. 
 

● Nombre de la parte actora 
 

El nombre es un atributo de la persona que la individualiza, la identifica o la hace identificable 
frente a los demás, es un signo de identidad el cual como sujeto de la relación jurídica encuentra 
expresión distintiva en el mundo del derecho; por medio de éste, los efectos de la relación jurídica 
se hacen recaer de manera precisa en el sujeto a quien designan. 
 
Perreau lo define como "el término que sirve para designar a las personas de una manera 
habitual". Es así que el nombre permite, por sí solo o con otras circunstancias, la identificación 
de cada persona en relación con las demás. El nombre constituye un valor en lo jurídico, en lo 
económico y en lo social; importa, por tanto, que esa unidad valiosa aparezca al solo enunciado 
de una palabra sin equívoco ni confusión posibles3. 
 

 
3 Ver: http://www.enciclopedia-juridica.com/d/nombre/nombre.htm 

http://www.enciclopedia-juridica.com/d/nombre/nombre.htm
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Respecto a este tema, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido4  en la tesis aislada 
1a. XXXII/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta., Libro 
VI, Tomo 1, Libro VI, de marzo de 2012 Décima Época, materias Constitucional y Civil, lo 
siguiente: 
 

DERECHO HUMANO AL NOMBRE. ES UN ELEMENTO DETERMINANTE DE LA 
IDENTIDAD. El derecho humano al nombre a que se refiere el artículo 29 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene como fin fijar la identidad de una persona en 
las relaciones sociales y ante el Estado, de suerte que la hace distinguible en el entorno, es 
decir, es una derivación integral del derecho a la expresión de la individualidad, por cuanto es 
un signo distintivo del individuo ante los demás, con el cual se identifica y lo reconocen como 
distinto. Por tanto, si la identificación cumple con la función de ser el nexo social de la 
identidad, siendo uno de sus elementos determinantes el nombre, éste, al ser un derecho 
humano así reconocido es, además, inalienable e imprescriptible, con independencia de la 
manera en que se establezca en las legislaciones particulares de cada Estado. 
 
Amparo directo en revisión 2424/2011. Ma. Guadalupe Ruiz Dena. 18 de enero de 2012. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Lúcia Segovia. 

 
En otras palabras, el derecho humano al nombre tiene como fin fijar la identidad de una persona 
en las relaciones sociales y ante el Estado, de tal suerte que la hace distinguible en el entorno; 
es decir, es una derivación integral del derecho a la expresión de la individualidad, por cuanto es 
un signo distintivo del individuo ante los demás, con el cual se identifica y lo reconocen como 
distinto.  
 
Por tanto, si la identificación cumple con la función de ser el nexo social de la identidad, siendo 
uno de sus elementos determinantes el nombre, al ser un derecho humano así reconocido es, 
además, inalienable e imprescriptible, con independencia de la manera en que se establezca en 
las legislaciones particulares de cada Estado. 
 
En relación con lo anterior, las "Recomendaciones sobre medidas de seguridad aplicables a los 
sistemas de datos personales", emitidas por el Pleno Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales, establecen lo siguiente: 
 

“A. Nivel básico 
Las medidas de seguridad marcadas con el nivel básico serán aplicables a todos los sistemas de 
Datos personales. 
A los sistemas de datos personales que contienen alguno de los datos que se enlistan a 
continuación, les resultan aplicables únicamente, las medidas de seguridad de nivel básico: 
De Identificación: Nombre, domicilio, teléfono particular, teléfono celular, correo electrónico, 
estado civil, firma, firma electrónica, RFC, CURP, cartilla militar, lugar de nacimiento, fecha de 

 
4 Registro digital: 2000343, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materia(s): Constitucional, Civil. Disponible en:  
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2000343  

about:blank
about:blank
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2000343
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nacimiento, nacionalidad, edad, nombres de familiares dependientes y beneficiarios, fotografía, 
costumbres, idioma o lengua, entre otros.” 

 
Por lo que hace al nombre de la parte actora en expedientes JLI, se estima que actualiza la causal 
de confidencialidad cuando de la sentencia o resolución de fondo no se desprenda el pago de 
alguna prestación reclamada, o bien, la reinstalación del cargo. 
 
Sirve de sustento a lo anterior, lo establecido en el Criterio 19/13, emitido por el otrora Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, respecto de la publicidad de los 
nombres de actores en juicios de carácter laboral, mismo que a la letra señala: 
 

Nombre de actores en juicios laborales constituye, en principio, información 
confidencial. El nombre es un atributo de la personalidad y la manifestación principal del 
derecho a la identidad, en razón de que por sí mismo permite identificar a una persona física. 
Por lo que respecta al nombre de las personas que han entablado un juicio laboral, éste 
permite identificar a los actores que presentaron una demanda laboral y participan en un juicio, 
lo cual constituye una decisión personal que refleja un acto de voluntad de quien lo realiza. En 
efecto, las acciones legales que emprenden los actores en el ejercicio de sus derechos 
laborales hacen evidente la posición jurídica en la cual se han colocado por decisión propia, 
con relación a determinados órganos de gobierno, para la obtención de algunas prestaciones 
laborales o económicas, lo cual constituye cuestiones de carácter estrictamente privado. En 
este tenor, el nombre de los actores de los juicios laborales que se encuentran en 
trámite o que, en su defecto, concluyeron con la emisión de un laudo desfavorable a los 
intereses personales del actor constituye información confidencial, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 18, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. No obstante, procede la entrega del nombre de los actores en juicios 
laborales cuando, en definitiva, se haya condenado a una dependencia o entidad al pago de 
las prestaciones económicas reclamadas o la reinstalación del servidor público, en virtud de 
que el cumplimiento de dicho fallo se realiza necesariamente con recursos públicos a cargo 
del presupuesto del sujeto obligado, lo cual permite por una parte, dar cumplimiento a las 
obligaciones de transparencia contenidas en el artículo 7, fracciones III, IV, IX y XVII de la Ley 
y, por la otra, transparenta la gestión pública y favorece la rendición de cuentas a los 
ciudadanos, ya que se refiere al ejercicio de los recursos públicos y al cumplimiento que se da 
a las resoluciones emitidas por alguna autoridad jurisdiccional encargada de dirimir conflictos 
laborales. 

 
En este sentido, este Comité considera procedente la clasificación como confidencial del nombre 
de la parte actora en las resoluciones identificadas con las claves ST-JLI-1-2021, ST-JLI-4-2021, 
ST-JLI-5-2021 (Acuerdo de Sala y sentencia), ST-JLI-6-2021 (Acuerdo de Sala y sentencia), 
ST-JLI-7-2021, ST-JLI-8-2021, ST-JLI-9-2021, SM-JLI-8/2021, SUP-JLI-11/2021 (Acuerdo de 
Sala y sentencia), SUP-JLI-13/2021, SUP-JLI-14/2021, SUP-JLI-15/2021 y SUP-JLI-16/2021. 
 
Lo anterior, ya que en los expedientes ST-JLI-1-2021, ST-JLI-5-2021 (sentencia), ST-JLI-6-2021 
(sentencia), ST-JLI-8-2021, SUP-JLI-11/2021 (sentencia), SUP-JLI-13/2021, SUP-JLI-
14/2021, SUP-JLI-15/2021 y SUP-JLI-16/2021 la sentencia fue desfavorable a los intereses de 
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las partes actoras, debido a que se le condenó al INE al pago de las prestaciones reclamadas o 
a la reinstalación del cargo, respectivamente. 
 
Mientras que en los diversos ST-JLI-4-2021, ST-JLI-5-2021 (Acuerdo de Sala), ST-JLI-6-2021 
(Acuerdo de Sala) y ST-JLI-7-2021, se escindió la demanda y se ordenó continuar la 
sustanciación de los juicios laboral respectivos; en el expediente ST-JLI-9-2021, se determinó 
que no había lugar a sustanciar un juicio para los conflictos o diferencias laborales de los 
servidores del Instituto Nacional Electoral y en el SUP-JLI-11/2021 (Acuerdo de Sala), se 
advierte que solo se determina la competencia para conocer del asunto. Esto es, en todos estos 
casos aún no se estudia el fondo de los asuntos. De ahí que se estima que resulta procedente la 
confidencialidad del nombre de las partes promoventes.  
 
Ahora bien, en el expediente SM-JLI-8/2021, obran los nombres de dos personas que son partes 
actoras en el juicio y a las cuales se les reconoció el carácter de beneficiarios debido al deceso 
de una persona servidora pública; por tanto, sus nombres actualizan la causal de confidencialidad 
debido a que actuaron en el pleno ejercicio del derecho que la ley les otorgó para actuar como 
beneficiarios a causa del deceso de una persona servidora pública y no de una relación directa 
con el sujeto obligado. Por ello, se considera que la publicidad de dichos datos en nada abona al 
cumplimiento de los fines que persigue la normatividad en materia de transparencia. 
 
Por otra parte, dentro de la materia de estudio de los JLI, también se pueden analizar 
procedimientos disciplinarios contra trabajadores, circunstancia que merece una interpretación 
aparte de la hipótesis de confidencialidad respecto del nombre de la parte actora; pues si bien, 
en términos ordinarios, el nombre de una persona servidora pública es de naturaleza pública, 
también es cierto que tienen derecho a la protección de sus datos personales cuando se acredite 
que se puede afectar su privacidad e intimidad. 
 

● Nombres de terceros  
 

Como se ha mencionado, el nombre es un atributo de la persona física que lo identifica de los 
demás. Así, el nombre distingue a las personas jurídica y socialmente, haciéndolas únicas frente 
a otras, por lo que es un dato personal que evidentemente hace a una persona identificable con 
respecto de otras, por lo cual se estima que actualiza la causal de confidencialidad y debe ser 
protegido.  
 
En el asunto ST-JLI-1-2021, se menciona el nombre de una persona que sustituiría a la parte 
actora para laborar como Capacitador Asistente Electoral; sin embargo, no existe certeza de que 
dicha situación haya acontecido y este Comité no cuenta con los elementos necesarios e idóneos 
para determinar si es una persona servidora pública o una persona particular por lo que se estima 
procedente proteger su nombre para evitar cualquier injerencia en su vida privada. 
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Por su parte, en el diverso ST-JLI-5-2021 (sentencia) se menciona el nombre de una persona 
que guarda parentesco con la parte actora y con dicha persona se realizó una notificación. Por 
ello, toda vez que la persona mencionada es ajena al juicio y no ostenta algún cargo público o 
esté sujeta al escrutinio, se considera procedente su clasificación.  
 
En los asuntos ST-JLI-4-2021, ST‐JLI‐5/2021 (Acuerdo de Sala) y SUP-JLI-11/2021 (Acuerdo 
de sala y sentencia) se menciona el nombre de personas que fueron acusadas por posibles 
actos de violencia y acoso laboral; sin embargo, en esas determinaciones no se acreditaron 
dichas conductas por lo que este Comité estima que hacer pública su identidad podría generar 
una afectación a su honor.  
 
En los expedientes ST-JLI-3-2021, SG‐JLI‐5/2021 y SM-JLI-8/2021 obra el nombre de terceros 
los cuales corresponden a personas particulares que son ajenas al juicio, en ese sentido, las 
personas que no son servidores públicos tienen derecho a que se proteja su nombre al no tener 
relación alguna con el servicio público, aunado a que no recibieron recursos del erario, por lo cual 
la publicidad de su datos no abona a la rendición de cuentas ni son sujetos de escrutinio público. 
 
Asimismo, en el expediente SM-JLI-8/2021 obra el nombre de una persona trabajadora finada; 
en ese sentido, si bien dicha persona fungió como persona servidora pública, lo cierto es que a 
la fecha ya no lo es por motivo de su deceso. Por ello, se considera que la publicidad de su 
nombre nada abona al cumplimiento de los fines que persigue la normatividad en materia de 
transparencia. 
 
En el asunto del SUP-JLI-16/2021, se menciona el nombre de la persona que recibió un escrito 
dirigido a la parte actora, sin embargo, este Comité no cuenta con los elementos necesarios e 
idóneos para determinar si se trata de una persona servidora pública o una persona particular, 
por ello, y en aras de proteger a cualquier titular de estos datos, es que se considera que se debe 
proceder su clasificación para evitar cualquier injerencia.  
 
En los incidentes del SUP-JLI-15/2020 y SUP-JLI-28/2020 se menciona el nombre de una 
persona apoderada y de una persona que se ostenta como representante legal, respectivamente, 
que no son partes en el juicio, razón por la que este Comité considera que se deben proteger. 
 

●  Cargo o puesto de la parte de la parte actora y de terceros 
 

En términos ordinarios, el cargo y adscripción que ocupa una persona servidora pública tiene una 
naturaleza pública, de conformidad con lo que establece el artículo 70, fracciones VII y VIII de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Asimismo, de la lectura al 
artículo 113, fracción I, de la de Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
se advierte que la información que actualiza una causal de confidencialidad se refiere a la que 
contiene datos personales concernientes a una persona física identificada o identificable. 
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De lo anterior, se colige que, si bien un dato puede tener, en principio, un carácter público, también 
lo es que se pudiera actualizar la hipótesis de confidencialidad al hacer identificable a alguna 
persona física. 
 
Dicha situación acontece en el expediente ST-JLI-1-2021, en el que se consideró procedente la 
clasificación del nombre de la parte actora; por ello, se estima que el cargo y/o adscripción como 
persona servidora pública también actualiza la causal de confidencialidad, pues la difusión del 
dato que se analiza permitiría hacerla identificable. Lo anterior, tomando en consideración que en 
la resolución emitida no se determinó alguna asignación de recursos públicos para la parte actora 
o su reinstalación; en consecuencia, se carece de elementos para determinar su publicidad. 
 
En los casos de los expedientes ST-JLI-4-2021, ST-JLI-5-2021 (Acuerdo de Sala), ST-JLI-6-
2021 (Acuerdo de Sala y sentencia), ST-JLI-8-2021, ST-JLI-9-2021, SG‐JLI‐5/2021 y SUP-JLI-
11/2021 (Acuerdo de Sala y sentencia), el cargo de las personas servidoras públicas que se 
mencionan en éstos están vinculados con posibles vulneraciones a derechos; sin embargo, en 
esos asuntos no se realizó el estudio de fondo de las conductas reprochables a dichas personas, 
por lo que este Comité considera que dar a conocer esa información las haría identificables, 
causándoles perjuicio en su honor y vida privada.  
 
Por lo expuesto, se estima que el cargo de la parte actora y cargos de terceros que obran en los 
expedientes referidos en este apartado revisten el carácter de información confidencial. 
 

● Números o claves de expediente (consecutivo) 
 
En principio, el número de expediente aperturado en este Tribunal Electoral o, en su caso, en 
cualquier otra dependencia, tiene una naturaleza pública; sin embargo, hay casos en los que el 
número de expediente es identificativo de un medio de impugnación diverso que podría hacer 
identificable a la parte actora.  
 
En los asuntos identificados con las claves SUP-JLI-11/2021 (Acuerdo de Sala y sentencia), 
SUP-JLI-13/2021, SUP-JLI-14/2021, SUP-JLI-15/2021, SUP-JLI-16/2021, como se adelantó, los 
nombres de las partes actoras actualizan la causal de confidencialidad por las razones expuestas 
en el apartado correspondiente; en consecuencia, se considera que los números de expediente 
(número consecutivo, únicamente) corren la misma suerte debido a que las hacen plenamente 
identificables.  
 
No se omite mencionar, que este Comité y el área competente verificaron la publicidad de los 
expedientes que se mencionan en los JLI referidos en el párrafo anterior, constatando que, 
efectivamente, ese dato las permite hacer identificables; y por ello deben protegerse.  
 
 
 



COMITÉ DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
ACUERDO: CT-CI-OT-39/2021 
 
ASUNTO: Obligaciones de Transparencia 
 
UNIDADES COMPETENTES: Unidad de 
Estadística e Información Jurisdiccional, 
Salas Regionales Guadalajara, Monterrey 
y Toluca.  
 

13 
 

● Número de teléfono particular 
 
Conforme al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las 
formas existentes de comunicación y las que son fruto de la evolución tecnológica, deben 
protegerse por el derecho fundamental a su inviolabilidad. 
 
El número de teléfono particular se refiere a un dato numérico asignado para la prestación del 
servicio de telefonía con una empresa o compañía que lo proporciona, atento a una concesión 
del Estado y que corresponde al uso en forma particular, personal y privada. Por lo anterior, al 
ser considerado un medio de comunicación con la persona titular del dato, es privado y único, ya 
que hace localizable a la persona propietaria de la línea telefónica, por lo que solo podrá otorgarse 
mediante el consentimiento expreso de la persona titular; en consecuencia, el número de teléfono 
particular que obran en los expedientes ST-JLI-1-2021 y ST-JLI-6-2021 (sentencia) reviste el 
carácter de confidencial. 
 

● Correo electrónico particular 
 
El correo electrónico particular se considera un dato personal debido a que es un conjunto de 
palabras, números y/o caracteres que constituyen una cuenta que permite el envío y recepción 
de comunicaciones electrónicas con múltiples personas destinatarias y personas receptoras a 
través de una red. Los mensajes de correo electrónico posibilitan el envío, además de texto, de 
cualquier tipo de documento digital (imágenes, videos, audios, fotografías, etc.). En este sentido, 
las comunicaciones electrónicas pueden contener información de carácter confidencial y están 
destinadas únicamente para el uso de las personas destinatarias previstas.  
 
Por lo anterior, al ser considerada un medio de comunicación con la persona titular de la cuenta, 
es privada y única ya que hace localizable a la persona propietaria de la cuenta y, para tener 
acceso a ésta se requiere un nombre de usuario, así como una contraseña para su ingreso; por 
tanto, solo la persona propietaria puede hacer uso de ella. En este sentido, los correos 
electrónicos que obran en las sentencias ST-JLI-3-2021 y SG‐JLI‐5/2021 revisten el carácter de 
información confidencial.  
 

● Firma  
 
La firma se trata de un dato personal, en tanto que identifica o hace identificable a su titular. Al 
respecto, el Diccionario Jurídico Mexicano5 define a la firma como la afirmación de individualidad 
(que la persona firmante y no otra quien ha suscrito el documento), y de voluntariedad (que se 
acepta lo que ahí se manifiesta), tal como se puede advertir a continuación: 

 
“Firma. I. Del latín firmare, afirmar, dar fuerza. En la práctica no es más que el ‘conjunto de 
signos manuscritos por una persona que sabe leer y escribir, con los cuales habitualmente 

 
5 IIJ. UNAM. (Ediciones 1984 y 2007). Diccionario Jurídico Mexicano. Tomo D-H. México: Editorial Porrúa. 
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caracteriza los escritos cuyo contenido aprueba’ (Mantilla Molina). Según la Academia es el 
‘nombre y apellido o título, de una persona, que ésta pone con rúbrica al pie de un documento 
escrito de mano propia o ajena, para darle autenticidad o para obligarse a lo que en él dice o 
rúbrica; es el rango o conjunto de rasgos de figura determinada, que como parte de la firma 
pone cada cual después de su nombre o título. 
[…] 
III. Naturaleza jurídica. La firma es afirmación de individualidad, pero sobre todo de 
voluntariedad. En el primer aspecto, significa que ha sido la persona firmante y no otra quien 
ha suscrito el documento. En el segundo, que se acepta lo que allí se manifiesta.” 

 
En este sentido, la firma se considera un dato personal, en tanto que puede hacer identificable a 
una persona física.  
 
De la revisión al contenido de la sentencia del expediente ST-JLI-3-2021 se advierte que si bien 
en ésta obran firmas de personas servidoras públicas, dichas personas plasmaron su firma para 
hacerse conocedoras de un oficio mediante el cual se inicia un procedimiento laboral disciplinario 
para el personal del servicio profesional electoral nacional del Instituto Nacional Electoral; 
comparecencias, así como minutas de trabajo y no devienen de un acto de autoridad emitido en 
ejercicio de sus funciones, por lo que se considera que publicitar este dato personal no contribuye 
a la rendición de cuentas, ni abona a la transparencia. No se omite mencionar que, las firmas que 
se encuentran visibles en las fojas 35, 56, 58, 117 y 118 corresponden a la parte actora, y las 
firmas que obran en las fojas 37, 58, 117 y 118 corresponden a personas servidoras públicas que 
emiten diversos actos en el ejercicio de sus funciones.  
 
Ahora bien, por cuanto hace a la firma que obra en el expediente ST-JLI-6-2021 (sentencia) es 
importante señalar que, al tratarse de la firma de la parte actora respecto de la cual se estableció 
que su nombre actualizó la causal de confidencialidad debido a que no obtuvo el pago de alguna 
prestación reclamada o la reinstalación del cargo, se estima que el dato en análisis debe seguir 
la misma suerte, es decir que en este caso debe ser considerada información confidencial. 
 
En lo atinente al expediente SUP-JLI-16/2021, se advirtió que obra la firma de la persona que 
recibió un escrito dirigido a la parte actora; sin embargo, este Comité no cuenta con los elementos 
necesarios e idóneos para determinar si es una persona servidora pública o una persona 
particular. Por ello, y en aras de proteger a cualquier titular de estos datos, se considera que debe 
clasificarse para evitar cualquier injerencia en su esfera privada.  
 

● Domicilio particular 
 
De conformidad con el artículo 29 del Código Civil Federal, el domicilio es el lugar en donde 
reside habitualmente una persona física, fijándose el plazo de seis meses como base para 
presumir que alguien reside habitualmente en un lugar determinado. Dicho en otras palabras, el 
domicilio de una persona física da cuenta de la ubicación geográfica del lugar en donde reside.  
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En el contexto doctrinal, la autora Mónica Arenas Ramiro define el domicilio como “una zona de 
retiro en la cual el individuo pueda vivir de acuerdo con sus convicciones personales libre de toda 
influencia externa, un espacio donde pueda desarrollar su vida privada y familiar”.6 Por ello, se 
estima que los domicilios particulares de las partes actoras que obran en los expedientes ST-
JLI-3-2021, ST-JLI-6-2021 (Acuerdo de Sala) y SUP-JLI-28/2020 (incidente de inejecución 
de sentencia) constituyen un dato personal y, por ende, confidencial, ya que incide directamente 
en la privacidad de personas identificadas y su difusión podría afectar su esfera privada. 
 

● Clave de elector 
 
Este dato se compone de 18 caracteres y se conforma con las primeras letras de los apellidos, 
año, mes, día y clave del estado en la que la persona titular nació, su sexo y una homoclave 
interna de registro; derivado de lo cual se puede hacer identificable al individuo. De ahí que, la 
clave de elector que obra en la sentencia ST-JLI-3-2021 reviste el carácter de confidencial tal y 
como lo refieren las áreas competentes. 
 

● Parentesco 
 
De la relación entre personas, sea por consanguinidad o afinidad (naturaleza o ley), es posible 
identificar a la o las personas que se vinculan entre sí, determinado a través del nexo jurídico que 
existe entre descendientes de un progenitor común, entre un cónyuge y los parientes de otro 
consorte, o entre el adoptante y el adoptado, lo cual representa un dato personal que ha de ser 
protegido en la sentencia del medio de impugnación ST-JLI-4-2021 y ST-JLI-5-2021,  debido a 
que claramente es un elemento que puede determinar la identidad de una persona y/o hacerla 
identificable directa o indirectamente.  
 

● Registro Federal de Contribuyentes (RFC) 
 
El Registro Federal de Contribuyentes (RFC) es un dato personal, ya que para su obtención es 
necesario acreditar previamente la identidad de la persona y su fecha de nacimiento, entre otros 
datos; lo anterior, a través de documentos oficiales como el pasaporte y el acta de nacimiento. 
Asimismo, las personas que tramitan su inscripción en el registro lo hacen con el único propósito 
de realizar, mediante esa clave de identificación, operaciones o actividades de naturaleza fiscal. 
 
Robustece lo anterior el Criterio 19/17, emitido por el Pleno del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que a la letra dice: 
 

Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas. El RFC es una clave de 
carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de 
nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial. 

 
6 El derecho fundamental a la protección de datos personales en Europa, sin datos de la edición, Valencia, España, Agencia 
Española de Protección de Datos – Tirant Lo Blanch, 2006, p, 75. 
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En este sentido, el RFC vinculado al nombre de su titular, permite identificar la edad de la 
persona, su fecha de nacimiento, así como su homoclave, la cual es única e irrepetible y 
determina justamente la identificación de dicha persona para efectos fiscales. Aunado a que, con 
el RFC se puede ingresar a páginas electrónicas y realizar diversos trámites, así como obtener 
información adicional relacionada con su titular, lo cual, pone en riesgo la esfera privada de su 
titular. Por tanto, el RFC inmerso en las sentencias ST-JLI-5-2021, SUP-JLI-16/2020 (incidente 
de inejecución de sentencia) y SUP-JLI-28/2020 (incidente de inejecución de sentencia), se 
considera un dato personal confidencial. 
 

● Clave Única de Registro de Población (CURP). 
 

En términos de lo señalado en los artículos 86 y 91 de la Ley General de Población, la CURP se 
asigna a una persona para permitir certificar y acreditar fehacientemente su identidad, la cual 
sirve entonces para identificar en forma individual a las personas. 
 
La CURP se integra a partir de los siguientes datos: 
 
• Nombre (s) y apellido (s); 
• Fecha de nacimiento; 
• Lugar de nacimiento; 
• Sexo, y 
• Homoclave y un dígito verificador que son asignados de manera única e individual por la 

Secretaría de Gobernación. 
 
En ese sentido, en virtud de que la CURP se integra por datos que únicamente atañen a la 
persona a la que se asigna, se trata de un dato personal de carácter confidencial. 
 
Robustece lo anterior, el Criterio 18/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales, el cual indica lo siguiente: 
 

“Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población 
se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo 
son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, 
constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los 
habitantes del país, por lo que la CURP está considerada como información confidencial.” 

 
En consecuencia, el CURP, es información confidencial susceptible de ser protegido en las 
sentencias ST-JLI-5-2021 (sentencia), SUP-JLI-17/2021 y SUP-JLI-28/2020 (incidente de 
inejecución de sentencia). 
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● Conductas asociadas a vulneraciones de derechos 
 

En los expedientes ST-JLI-6-2021 (Acuerdo de Sala) y SG‐JLI‐5/2021, obra la referencia de 
diversas manifestaciones de la parte actora que revelan posibles actos de violencia y acoso 
laboral; sin embargo, a la fecha en que se emite la presente resolución no se han comprobado 
dichas conductas, razón por la cual no pueden ser divulgadas las manifestaciones que obran al 
respecto, máxime que dicha información no contribuye a la rendición de cuentas, pero sí afectaría 
la intimidad y el derecho al honor y la imagen de las personas a las que se les atribuyeron por lo 
que este Comité considera que la información referida actualiza la hipótesis de confidencialidad. 
 

● Datos contenidos en la credencial de elector 
 
En el expediente ST-JLI-6-2021 sentencia, obra copia de la credencial de elector de la parte 
actora, la cual contiene los siguientes datos: 
 

I. Fotografía: La fotografía constituye la reproducción fiel de las características físicas 
de una persona en un momento determinado, por lo que representan un instrumento 
de identificación. En consecuencia, la fotografía inmersa en la credencial de elector 
constituye un dato personal susceptible de clasificarse como confidencial.  
 

II. Nombre: Téngase por reproducidos los argumentos anteriormente referidos. 
 

III. Domicilio particular: Téngase por reproducidos los argumentos anteriormente 
referidos. 
 

IV. Clave de elector: Téngase por reproducidos los argumentos anteriormente referidos.  
 

V. Clave Única de Registro de Población (CURP): Téngase por reproducidos los 
argumentos anteriormente referidos. 
 

VI. Fecha de nacimiento: Este dato da referencia del alumbramiento de una persona el 
cual permite determinar el tiempo que ha vivido su titular y, a partir de él se le 
reconocen derechos fundamentales. Por ello, se considera que reviste el carácter de 
confidencial al dar cuenta de aspectos íntimos de su vida privada. 

 
VII. Sección: Se refiere a las claves de ubicación asociados directamente con el lugar de 

residencia de la persona titular. A través de dicho dato se da cuenta de la 
circunscripción territorial en la que la persona ejerce su voto; por ello, al constituir 
información que hace identificable a la persona titular de los datos, se considera 
información confidencial. 
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VIII. Año de registro y vigencia de la credencial de elector: A partir de estos datos es 
posible conocer el año en que un individuo se convirtió en elector y en la que dejará 
de tener validez su credencial, por ello, también se consideran datos personales 
confidenciales.  

 
IX. Sexo: Es un elemento que permite determinar la identidad del titular del dato y hacerla 

identificable directa o indirectamente, pues distingue las características biológicas y 
fisiológicas de una persona, por lo que se considera que dicho dato incide en la esfera 
privada de las personas y, por tanto, reviste el carácter de confidencial. 

 
X. Firma: Téngase por reproducidos los argumentos anteriormente referidos. 

 
XI. Espacios necesarios para marcar el año y elección: Esta información constituye 

información personal debido a que permite conocer cuando una determinada persona 
ejerció o no su derecho al voto; por tanto, reviste el carácter de confidencial. Cabe 
mencionar, que el derecho al voto es considerado un derecho fundamental por el cual 
una persona expresa su voluntad. 

 
XII. Códigos bidimensionales QR: Las credenciales de elector emitidas a partir de 

diciembre de 2019, cuentan con dos códigos QR bidimensionales, los cuales pueden 
ser leídos a través de un dispositivo móvil mediante de una aplicación que se 
encuentra disponible en la página web del INE y en las tiendas de aplicaciones en 
línea para Android e IOS. 

 
La lectura de los códigos QR permite conocer los siguientes datos:7: nombre(s), 
apellido paterno y apellido materno; tipo de CPV (Nacional/Extranjero); sexo; código 
de Identificación de Credencial (CIC); clave Única del Registro de Población (CURP); 
ciudadano ID (actualmente OCR); vigencia; fotografía (con marca de agua), entidad 
y municipio.  
 
En ese sentido, toda vez que a través de este dato se puede acceder a información 
personal de particulares, se considera que reviste el carácter de información 
confidencial. 

 
XIII. Número OCR: La credencial para votar incluye el número identificador OCR 

(reconocimiento óptico de caracteres) el cual puede componerse por 12 o 13 dígitos, 
según el año de emisión; los 4 primeros deben corresponder a los cuatro dígitos de 
la clave de la sección de residencia del ciudadano; los restantes corresponden a un 
número consecutivo único asignado al momento de conformar la clave de elector 
correspondiente. En ese sentido, se considera que el OCR, al contener el número de 

 
7 Información obtenida de la página: https://centralelectoral.ine.mx/2020/06/08/app-verificar-datos-codigos-qr-la-constancia-digital-
disponible-la-ciudadania-ine-chiapas/  

https://centralelectoral.ine.mx/2020/06/08/app-verificar-datos-codigos-qr-la-constancia-digital-disponible-la-ciudadania-ine-chiapas/
https://centralelectoral.ine.mx/2020/06/08/app-verificar-datos-codigos-qr-la-constancia-digital-disponible-la-ciudadania-ine-chiapas/
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la sección electoral en donde vota la persona ciudadana titular de dicho documento, 
constituye un dato personal en tanto que revela información concerniente a una 
persona física identificada o identificable en función de la información geo electoral 
ahí contenida. 

 
Por lo expuesto, dichos datos revisten el carácter de confidenciales.  
 

● Número de cuenta bancaria  
 

El número de cuentas bancarias se componen por un conjunto de caracteres numéricos utilizado 
por los grupos financieros para identificar las cuentas de los clientes. Dichos números son únicos 
e irrepetibles, establecidos a cada cuenta bancaria que avala que los recursos enviados a las 
órdenes de cargo, pago de nómina o a las transferencias electrónicas de fondos interbancarios, 
se utilicen exclusivamente en la cuenta señalada por el cliente. Por ello, el número de cuenta 
bancaria que obra en el expediente ST-JLI-8-2021, reviste el carácter de información 
confidencial, pues además de hacer identificable a una persona física, hacen referencia a 
información relacionada directamente con su patrimonio, entendiendo este como el conjunto de 
bienes, derechos y obligaciones correspondientes a una persona y que constituyen una 
universalidad jurídica. 
  
Adicionalmente, es de relevancia proteger estos datos, pues a través de dichos números e 
instituciones financieras donde pertenecen se puede acceder a la información relacionada con 
sus activos y pasivos, contenidos en las bases de datos de las instituciones bancarias y 
financieras en donde se pueden realizar diversas transacciones como son movimientos y 
consulta de saldos por lo que esta información reviste el carácter de confidencial. 
 
Por analogía y de manera orientadora, el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Personales, en el Criterio 10/178, ha razonado que los 
números de cuenta bancaria son información confidencial pues dan cuenta de la información 
patrimonial, dicho criterio se cita para pronta referencia:  
 

Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de personas físicas y morales privadas. El 
número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de particulares es información 
confidencial, al tratarse de un conjunto de caracteres numéricos utilizados por los grupos 
financieros para identificar las cuentas de sus clientes, a través de los cuales se puede 
acceder a información relacionada con su patrimonio y realizar diversas transacciones; por 
tanto, constituye información clasificada con fundamento en los artículos 116 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 113 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 
 

 
8 Consultable en: http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Criterios/10-17.pdf 

http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Criterios/10-17.pdf
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● Número de seguridad social 
 

El número de afiliación a la seguridad social constituye un código, a través del cual las personas 
trabajadoras afiliadas pueden acceder a un sistema de datos o información de la Institución a la 
que pertenecen, ello con el fin de presentar consultas relacionadas con su situación laboral 
particular. Asimismo, cabe referir que dicho número es único, permanente e intransferible, y se 
asigna para llevar un registro de las personas trabajadoras y personas aseguradas. 
 
Por lo tanto, es claro que el número de afiliación permite a una persona trabajadora consultar 
movimientos dentro de la Institución que le preste el servicio de salud, por lo que dichas 
situaciones son confidenciales y solo le incumben a la persona que le pertenecen.  
 
En consecuencia, este Comité coincide con el área competente en el sentido de que, el número 
de seguridad social contenido en la sentencia del expediente SUP-JLI-28/2020 (incidente de 
inejecución de sentencia, se considera un dato personal confidencial. 
 

● Folio de actas de matrimonio o defunción y fecha de defunción 
 
Las actas de matrimonio y defunción contienen diversos datos de naturaleza personalísima que 
permiten establecer los primeros parámetros legales para diferenciar a una persona de otra. Por 
ejemplo, en el acta de matrimonio se señalan las circunstancias de tiempo y lugar en que una 
persona contrajo matrimonio, quienes son sus ascendientes, huella dactilar, entre otros; en el 
caso del acta de defunción, además se contienen las referencias de tiempo, modo y lugar en que 
una persona falleció, por ello es que resulta de suma importancia proteger a través de la 
confidencialidad otros datos como: el número y el folio del acta, el libro en que fue registrada la 
persona e incluso la fecha, pues a través de estos datos se podría llegar hacer identificable a una 
persona en específico. 
 

● Resultados de un dictamen en materia de grafoscopía  
 
En el asunto SUP-JLI-5/2020 el resultado de una prueba de grafoscopía forma parte del 
expediente, en razón de que se objetó la firma de la parte actora. Al respecto, se coincide con el 
área competente en el sentido de que la firma se considera un dato personal que actualiza la 
causal de confidencialidad en tanto es concerniente a una persona física, al ser la expresión de 
su voluntad, y que la identifica o hace identificable, por lo que este Comité estima que el resultado 
de la prueba debe correr la misma suerte, es decir, considerarse como información confidencial. 
 

• Circunstancias de salud de la parte actora  
 
Los datos personales también describen aspectos más sensibles o delicados sobre el individuo, 
como es el caso de su forma de pensar, estado de salud, sus características físicas, ideología o 
vida sexual, su patrimonio, entre otros. En el expediente ST-JLI-6-2021 sentencia obran 
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referencias personales que se hacen respecto a situaciones de salud de la parte actora, lo cual 
es información confidencial, de conformidad con lo dispuesto en la fracción X del artículo 3 de la 
Ley General de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la cual establece que, 
dentro de los datos personales sensibles, que son aquellos que se refieran a la esfera más íntima 
 
Refuerza lo anterior, las Recomendaciones sobre medidas de seguridad aplicables a los 
sistemas de datos personales, emitidas por el Pleno del INAI, que establecen lo siguiente: 
 

C. Nivel alto 
Los sistemas de datos personales que contengan alguno de los datos que se enlistan a 
continuación, además de cumplir con las medidas de seguridad de nivel básico y medio, 
deberán observar las marcadas con nivel alto. 

 […] 
 Datos de Salud: Estado de salud, historial clínico, alergias, enfermedades, información 

relacionada con cuestiones de carácter psicológico y/o psiquiátrico, incapacidades médicas, 
intervenciones quirúrgicas, vacunas, consumo de sustancias tóxicas, uso de aparatos 
oftalmológicos, ortopédicos, auditivos, prótesis, entre otros. 
[…] 

 
En consecuencia, la situación de salud de la parte actora del expediente referido actualiza la 
causal de confidencialidad.  
 

• Fecha de nacimiento 
 
Téngase por reproducido los argumentos previamente señalados.  
 
Por todo lo anteriormente expuesto, este órgano colegiado estima procedente confirmar la 
clasificación de los datos personales que obran en las sentencias que fueron remitidas por la 
Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y por las Salas Regionales Guadalajara, 
Monterrey y Toluca enlistadas en el antecedente II de la presente resolución, lo anterior, al 
considerar que se actualiza la causal de confidencial establecida en los artículos 116 de la Ley 
General y 113, fracción I de la Ley Federal, ambas de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública. 
 
En consecuencia, con fundamento en el numeral Sexagésimo segundo de los Lineamientos 
generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la 
elaboración de versiones públicas, se aprueban las versiones públicas de las sentencias 
remitidas por la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y las Salas Regionales 
Guadalajara, Monterrey y Toluca las cuales deberán publicarse de conformidad con los plazos y 
procedimientos establecidos en las normas aplicables en la materia. 
 
Finalmente, debe precisarse que este Comité de Transparencia advierte que se cumple con el 
mandato de ley respecto a la transparencia en el ejercicio de los recursos públicos pero tutelando, 
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a su vez, la información clasificada mediante la elaboración de las versiones públicas de las 
documentales que atienden la obligación de transparencia que nos ocupa, tal y como se prevé 
en el numeral Sexagésimo segundo de los Lineamientos generales en materia de clasificación y 
desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas.  
 
Esto es, en los casos de las versiones públicas elaboradas solo para efectos del cumplimiento de 
las obligaciones de transparencia establecidas en los Títulos Quinto de la Ley General, Tercero 
de la Ley Federal y las análogas de las leyes locales de transparencia, bastará con que sean 
aprobadas por el Comité de Transparencia en sesión especial, conforme a las disposiciones 
aplicables que exijan la elaboración de versión pública. En dicha sesión se detallará la debida 
fundamentación y motivación que exija este ejercicio de clasificación. Asimismo, no se podrán 
omitir de las versiones públicas los elementos esenciales que muestren la información contenida 
en las obligaciones de transparencia; circunstancia que se cumple en el caso en análisis. 
 
Lo previo, sin que pase inadvertido que en las constancias que integran los expedientes de 
referencia o en las actuaciones públicamente disponibles en los estrados electrónicos pudieran 
obrar otros datos personales. De presentarse esta situación, dichos datos personales también 
deberán protegerse ante terceros, para ello, en el caso de expedientes de Sala Superior, la 
Secretaría General de Acuerdos de la Superior deberá realizar las gestiones necesarias de 
conformidad con sus facultades establecidas en el artículo 20 del Reglamento Interno del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
 
Con fundamento en los artículos 44, fracción II, de la Ley General y 65, fracción II, de la Ley 
Federal, ambas de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 233, 234 y 235, fracción 
VI, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; y del 
Sexagésimo segundo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y 
Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, este 
Comité de Transparencia: 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO. Este Comité es competente para confirmar, modificar o revocar la clasificación de la 
información que obra en los documentos que dan cumplimiento a las Obligaciones de 
Transparencia, a propuesta de las áreas competentes de conformidad con los preceptos legales 
citados en el considerando primero de esta resolución.  
  
SEGUNDO. Se confirma la clasificación como confidencial de los datos personales que obran en 
las sentencias materia de la presente resolución, remitidas por la Unidad de Estadística e 
Información Jurisdiccional, y por las Salas Regionales Guadalajara, Monterrey y Toluca.  
  
TERCERO. Se aprueban las versiones públicas de los documentos referidos en el resolutivo que 
antecede.  
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CUARTO. Se instruye a las áreas competentes para que, de conformidad con los plazos y 
procedimientos establecidos en las normas aplicables, procedan a su publicación. 
 
Notifíquese la presente resolución a la Unidad de Estadística e Información Jurisdiccional y a las 
Salas Regionales Guadalajara, Monterrey y Toluca.  
 
La presente resolución fue aprobada por unanimidad de votos por los integrantes del Comité de 
Transparencia y Acceso a la Información del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en su Vigésima Sesión Extraordinaria, celebrada el veintisiete de julio de dos 
mil veintiuno.  
 
 
 
 
 
 
 
 

MTRA. MARÍA DEL CARMEN CARREÓN CASTRO 
Subsecretaria General de Acuerdos y suplente del 

Presidente del Comité 
 
 
 
 
 
 
 
 

MTRO. ANDRÉS ÁLVAREZ KURI 
Secretario Administrativo e 

Integrante del Comité 

  
 
 
 
 
 
 
 

DRA. MARÍA TERESA GARMENDIA 
MAGAÑA 

Directora General de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos 

Personales e Integrante del Comité 
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MTRA. ERÉNDIRA BERENICE FRÍAS BELTRÁN 
Directora de Transparencia y Acceso a la Información 

y Secretaria Técnica del Comité 
 

 
Esta foja forma parte de la resolución correspondiente a la aprobación de versiones públicas emitida por el Comité de Transparencia 
y Acceso a la Información en la Vigésima Sesión Extraordinaria, celebrada el veintisiete de julio de dos mil veintiuno.  
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